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Región de Murcia
Consejería de Economía y Hacienda

Intervención General


Se ha remitido a esta Intervención General por el Interventor Delegado en la Consejería de …………………………….., consulta relativa a “Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través de la ………………………………………, la Universidad de Murcia y la Confederación Regional de Organizaciones Empresariales de Murcia, para facilitar las prácticas de alumnos de últimos cursos de enseñanzas universitarias en empresas”.

En concreto, el Interventor Delegado formula las siguientes preguntas:

1.Si el presente convenio implica la concesión de una subvención, y en caso de ser así, quienes serían los beneficiarios de las mismas. Si puede considerarse que la Universidad de Murcia actúa como entidad colaboradora.

2.Si es correcta la imputación presupuestaria al capítulo 7 del mencionado convenio, concretamente al concepto presupuestario 786, “Convenio Universidades Públicas de la Región de Murcia”.

CONSIDERACIONES JURÍDICAS:

1.En cuanto a la primera de las cuestiones que se formulan, esto es, si el convenio objeto de consulta implica la concesión de una subvención, para dar respuesta a la misma resulta preciso analizar su clausulado.

Si bien la cláusula primera del texto mismo establece que su objeto es la colaboración de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través de la Consejería de …………………………….., de la Universidad de Murcia y de la Confederación Regional de Organizaciones Empresariales para la gestión del programa “Prácticas en empresas”, la cláusula segunda afirma que su finalidad es elevar la posibilidad de empleo de jóvenes menores de treinta años que realicen los dos últimos cursos de licenciatura o último de diplomatura de los estudios universitarios, o que hayan superado el 50% de los créditos necesarios para obtener el título cuyas enseñanzas estuviera cursando en la Universidad de Murcia, facilitándoles una primera experiencia práctica en empresas, tratándose por consiguiente de una actividad de fomento, y por tanto encuadrable en el concepto de subvención que más tarde se analizará.

Por otra parte, la cláusula cuarta en su párrafo segundo prevé el abono de ayudas que se harán efectivas directamente a los alumnos una vez finalizadas las prácticas. Estas ayudas se configuran en el párrafo cuarto de la cláusula quinta, como una indemnización de gastos.

Así mismo, la cláusula undécima prevé que la ………………………………... se encargará de expedir las certificaciones de estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones fiscales con la Comunidad Autónoma, indicando que no se procederá al abono de la cantidad concedida a aquellos solicitantes de las ayudas que no se encuentren al corriente de sus obligaciones fiscales con la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, según lo previsto en el artículo 65.1 del Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de diciembre por el que se aprueba el TRLHRM.

A través del presente convenio, se está articulando la concesión de unas ayudas, como se deduce de las anteriores cláusulas, así como el artículo 58.2 del TRLHM que dispone que en defecto de norma especial, las disposiciones del capítulo quinto de dicho texto legal denominado “Subvenciones y Ayudas Públicas”, se aplican a:

“a.-Toda disposición gratuita de fondos públicos realizada por la Administración Pública Regional o sus organismos autónomos a favor de personas o entidades públicas o privadas, para fomentar una actividad de utilidad o interés social o para promover la consecución de un fin público.

b.-Cualquier tipo de ayuda que se otorgue con cargo a los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma y a las subvenciones o ayudas financiadas, en todo o en parte, con fondos de la Unión Europea o de otras Administraciones Públicas.”

En relación con quien sería el beneficiario de dichas ayudas, el artículo 60.1 del TRLHRM establece que “Tendrá la consideración de beneficiario de la subvención el destinatario de los fondos públicos que haya de realizar la actividad que fundamentó su otorgamiento, o que se encuentre en la condición que legitima su concesión”.

El examen del texto legal nos lleva a la conclusión de que la condición jurídica de beneficiario sólo es aplicable a aquel que recibe directamente los fondos públicos y quien se obliga a cumplir la finalidad para la que se le conceden o se encuentra en la situación que legitima su concesión. En efecto, para el mencionado artículo 60.1 del TRLHRM, el beneficiario es “destinatario de los fondos”. En el caso que se interponga una Entidad colaboradora a ésta corresponde “entregar a los destinatarios los fondos”; y las obligaciones que la Ley establece para los beneficiarios no son aplicables a los meros beneficiarios económicos. No es posible, por ello, desde el punto de vista de la relación jurídica subvencional que une al concedente y al beneficiario, aludir a un tertium genus en esta relación como el destinatario o beneficiario último de la actividad subvencionada.

A mayor abundamiento, en la medida en que todas las subvenciones públicas deben estar orientadas hacia la satisfacción de un fin público, todos podríamos considerarnos beneficiarios de que se fomenten ciertas actividades, pero a los efectos de una relación jurídica subvencional la posición del beneficiario solamente la ocupa quien recibe los fondos y se obliga al mismo tiempo a realizar una determinada actividad o se encuentra en la situación que legitima su otorgamiento. Y ello, con independencia de que los fondos que se reciben como subvención, a su vez, se concedan con la finalidad de destinarse a segundas subvenciones o ayudas a favor de un tercero.

En definitiva, la relación subvencional sólo llega hasta donde llega el dinero público, ya se reciba directamente de la Administración, ya de una Entidad que actúe “por cuenta y en nombre” del Departamento u organismo concedente.

Lo anterior permite concluir que se está configurando la concesión de una ayuda a los universitarios, y que el papel que juega la Universidad de Murcia sería el de una entidad colaboradora, figura que se regula por el artículo 61 del TRLHRM. Las entidades colaboradoras, actúan a modo de intermediario entre la Administración concedente y el beneficiario, siendo su función recibir los fondos para proceder a su posterior entrega y distribución entre los beneficiarios, actuando en nombre y por cuenta del Departamento u organismo concedente, que en todo caso sería la Administración Regional.

Por lo tanto, y a modo de conclusión, a juicio de este Centro Directivo, dado que se pretende conceder ayudas a unos posibles beneficiarios, los alumnos universitarios que, cumpliendo determinados requisitos, realicen prácticas en empresas, independientemente de la colaboración que a efectos de publicidad pueda realizar la Confederación Regional de Organizaciones Empresariales de Murcia, así como la propia Universidad, sería necesario la publicación de las bases de convocatoria de las mencionadas ayudas en las que, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 61.1 del TRLHRM, se prevea la entrega y distribución de los fondos públicos a través de la mencionada entidad colaboradora, la cual debe actuar en nombre y por cuenta de la Consejería concedente. Lo anterior no impide que se firme un convenio de colaboración para articular la colaboración de la Universidad de Murcia y de la Confederación Regional, pero siempre con respeto a la normativa reguladora de las ayudas y subvenciones.

2.En cuanto a si es correcta la imputación presupuestaria al capítulo 7 del mencionado convenio.

La previa existencia de crédito presupuestario es indispensable para la realización efectiva de la totalidad de los gastos públicos, entre los que se encuentran los gastos públicos subvencionales, por lo que la concesión de subvenciones públicas requiere la previa existencia de una partida presupuestaria consignada en la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma. Así lo prevé el artículo 59.1 TRLHRM al referirse a la competencia orgánica para la concesión de subvenciones “previa consignación presupuestaria para este fin”.

Estos créditos consignados en los estados de gastos de los Presupuestos tienen el carácter de autorizaciones que el legislativo concede a la Administración para que, dentro de ciertos límites, pueda ésta disponer de los fondos públicos necesarios para hacer frente a sus obligaciones. Uno de estos límites (conocido como limitación cualitativa) se encuentra recogido en el artículo 35.1 del TRLHRM al disponer que: “Los créditos para gastos se destinarán exclusivamente a la finalidad específica para la que hayan sido autorizados por la Ley de Presupuestos Generales del Estado o por las modificaciones aprobadas conforme a esta Ley”.

De acuerdo con este precepto, la Administración no podrá destinar la cuantía aprobada para atenciones distintas de las expresamente consignadas, de modo que los gastos que realice deberán perseguir los fines establecidos para el correspondiente programa, adecuarse a la naturaleza económica prevista y realizarse por el órgano gestor determinado en la definición del propio crédito.

En relación con la cuestión suscitada en la presente consulta, la Intervención Delegada manifiesta que el crédito consignado en el convenio, parece no ser adecuado, por no ser encuadrables en el capítulo 7 de la Orden de 12 de junio de 1998 de estructura presupuestaria, pudiendo existir conflicto entre ese concepto presupuestario y la verdadera naturaleza económica de la transferencia.

A este respecto, no hay que olvidar que el tan mencionado convenio se encuentra subordinado a la Constitución, a las leyes y a las normas con fuerza de ley, sometidas, por tanto, al principio de jerarquía normativa recogido en la Constitución, en el artículo 9.3 y en los artículos 3.1 y 51 apartados 2 y 3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Por lo tanto, poniendo en relación los principios de limitación cualitativa del gasto, recogido en el artículo 35.1 del TRLHRM, y el principio de jerarquía normativa, habrá que estar a la verdadera naturaleza económica del gasto, que vendrá consignada en el concepto en el que aparezca imputada en la Ley de Hacienda Regional.

Según la Orden de la Consejería de Economía y Hacienda, de 12 de junio de 1998, por la que se establecen las estructuras funcional y económica de los Presupuestos de la Comunidad Autónoma y sus Organismos Autónomos, se incluyen en el capítulo 4. -Transferencias corrientes, los créditos destinados a atender los pagos, condicionados o no, efectuados por la Comunidad Autónoma y sus Organismos Autónomos, sin contrapartida directa por parte de los agentes receptores, los cuales destinan estos fondos a financiar operaciones corrientes.

En concreto, el artículo 48, “A familias e instituciones sin fines de lucro”, comprende toda clase de auxilios, ayudas, becas, donaciones, premios literarios, artísticos o científicos no inventariables etc, que la Comunidad Autónoma y sus OOAA otorguen a entidades sin fines de lucro: fundaciones, instituciones, entidades benéficas o deportivas y familias.

A su vez, se incluyen en el capítulo 7. - Transferencias de capital, aquellas subvenciones que tienen por finalidad mediata o inmediata la financiación de operaciones específicas y concretas de formación bruta de capital fijo, de tal forma que su concesión implica que el beneficiario debe adquirir o construir activos fijos determinados previamente”. En el mismo sentido se pronuncia el documento nº 4.- Transferencias y subvenciones, de la Comisión de principios y Normas Contables Públicas.

Como conclusión a lo anterior, no parece correcta la imputación a capítulo 7 de las ayudas mencionadas, sino que se deberían imputar al artículo 48. -“A familias e instituciones sin fines de lucro, al tratarse de una indemnización por los gastos ocasionados a los alumnos que realizan las prácticas.

Por otra parte, al tratarse de ayudas cofinanciadas por el Fondo Social Europeo, se debe hacer constar en las bases de convocatoria que en su día se publiquen el porcentaje de aportación de dicho fondo. Por otra parte, debe tenerse en cuenta que el Programa Operativo Integrado para la Región de Murcia para el sexenio 2000-2006, ha sido aprobado por Decisión de la Comisión de 29 de diciembre de 2000.

Por último, dado el carácter de las cantidades a abonar de indemnización de gastos, en la Orden de convocatoria se debería recoger que la cuantía de las mismas será por día de prácticas efectivamente realizadas.

CONCLUSIONES:

1.La concesión de ayudas a los universitarios que realicen prácticas en empresas, requiere la publicación de una convocatoria pública de las mismas.

2.La Universidad de Murcia, actuaría en su caso como entidad colaboradora, con respeto a los requisitos que respecto a las mismas establece el artículo 61 del TRLHRM.

3.Al no tratarse de la inversión en activos fijos, las ayudas deben imputarse a capítulo 4, y no al 7.

Murcia, a 14 de marzo de 2001

EL INTERVENTOR GENERAL,

Fdo.: Juan Antonio Solera Villena

Sr. D …………….…………………………... Interventor Delegado en la Consejería de ………………………………………...
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